
Artículo 114. La Contraloría General tendrá las atribuciones siguientes:  

I. Vigilar que la administración y aplicación de los recursos provenientes del financiamiento público 

para el sostenimiento de las actividades ordinarias, del Partido y del financiamiento privado se 

realicen con eficiencia, eficacia, transparencia y honradez de acuerdo con la normatividad aplicable, 

con el fin de satisfacer los objetivos a los cuales fueron destinados y apoyar la función directiva en 

sus esfuerzos para impulsar el mejoramiento de la gestión;  

II. Vigilar que la administración y aplicación de los recursos provenientes del financiamiento público 

por actividades específicas y para la capacitación, promoción y el desarrollo del liderazgo político de 

las mujeres se realicen de acuerdo con la normatividad aplicable y conforme a los objetivos a los 

cuales fueron destinados;  

III. Establecer y operar los sistemas que permitan verificar el origen y destino de los recursos del 

Partido, apegándose a la normatividad aplicable; 

IV. Vigilar la debida aplicación de las normas que dicte el Instituto Nacional Electoral en materia de 

financiamiento, así como las correspondientes a los Órganos Electorales en las entidades 

federativas; V. Vigilar que la obtención y aplicación de recursos de las precampañas y campañas 

electorales federales y locales, se apeguen a las disposiciones establecidas y no rebasen los topes 

que para cada elección se autoricen;  

VI. Practicar auditorías y revisiones de acuerdo al programa anual de trabajo que autorice el Consejo 

Político Nacional; emitir las recomendaciones preventivas y correctivas y darles seguimiento, y en 

su caso adoptar acciones necesarias para su cumplimiento, así como dictar las medidas 

correspondientes;  

VII. Verificar que los programas de trabajo a cargo de las unidades administrativas del Partido se 

planeen y cumplan conforme a los lineamientos establecidos y de acuerdo con las metas 

comprometidas;  

VIII. Verificar y promover que los recursos financieros, humanos y materiales se administren y 

empleen con economía, eficiencia, eficacia y transparencia de acuerdo con el orden normativo 

vigente; 

IX. Coadyuvar con la Secretaría de Administración y Finanzas en la emisión de manuales y 

procedimientos, normas y guías específicas relacionadas con la materia administrativa, contable y 

electoral;  

X. Apoyar y asesorar de acuerdo con sus actividades, a las áreas con responsabilidades 

administrativas del Partido a fin de establecer normas y procedimientos que fortalezcan los sistemas 

de control interno;  

XI. Intervenir en procesos de entrega-recepción de las áreas del Partido con responsabilidad 

administrativa, así como vigilar que se realicen conforme a la norma y procedimientos establecidos, 

a fin de fomentar la transparencia en la transición de encargos;  

XII. Intervenir en procesos de licitación y concursos que se realicen para adjudicar contratos de obras 

y servicios, así como para la adquisición de bienes;  



XIII. Verificar el cumplimiento de las obligaciones sobre situación patrimonial de los representantes 

con cargos de elección popular y, de detectar alguna irregularidad, hacerlo del conocimiento de la 

Comisión de Ética Partidaria competente, para que proceda conforme a sus atribuciones;  

XIV. Turnar a la Comisión Nacional de Justicia Partidaria aquellos casos en los que existan elementos 

que indiquen actos u omisiones que contravengan la normatividad vigente, a fin de que emita la 

resolución procedente;  

XV. Asesorar y coadyuvar con las Contralorías Internas de los Comités Directivos de las entidades 

federativas, en el establecimiento de mecanismos de información y control para el adecuado 

ejercicio de sus atribuciones;  

XVI. Asesorar y emitir opiniones a solicitud expresa de las áreas sobre aspectos de interpretación y 

aplicación de normas administrativas, contables y de control;  

XVII. Presentar al Consejo Político Nacional el Programa Anual de Trabajo para su aprobación;  

XVIII. Turnar a la atención de la Defensoría de los Derechos de la Militancia que corresponda los 

asuntos de que conozca y que impliquen la afectación de la esfera de derechos de las y los militantes; 

XIX. Rendir los informes anuales correspondientes al Consejo Político Nacional de los resultados de 

su gestión; y  

XX. Las demás que le otorguen estos Estatutos y le confiera la persona titular de la Presidencia del 

Comité Ejecutivo Nacional. 


